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Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe


PROYECTO   DE   COMUNICACIÓN
La CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE SANTA FE, vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda, proceda a requerir de la Corte Suprema de Justicia en relación a la resolución del Jury de Enjuiciamiento contra el Juez Raúl Candiotti, reunido el 9 de agosto de 2006, y envíe a esta Cámara, la siguiente información:

1º - Si la Procuración General de la Corte Suprema de Justicia ha evaluado la presentación del Jury de Enjuiciamiento de marras, por propuesta del Dr. Dalmacio Chavarri, en el sentido que la conducta de los Jueces que participaron en la llamada Causa de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia, “importan irregularidades que habilitan a remitir las actuaciones al señor Procurador a fin de que pondere si las conductas desplegadas constituyen causal suficiente a los fines de la apertura del trámite de enjuiciamiento de dichos magistrados”, y en tal caso:
a) Si ha considerado procedente la iniciación del Jury de Enjuiciamiento contra los titulares del Juzgado de Instrucción en lo Penal en el que se tramitó la Causa, y qué acciones concretó al respecto.

b) Caso contrario, motivos por los cuales no se estima procedente el mismo.

Señor Presidente:

En su edición de Septiembre de 2006, la Revista Entre Líneas (Nº 16), publica la nota titulada Cadena de Favores, en la que se pone de manifiesto las gruesas irregularidades que tuvieron lugar en la tramitación de la llamada Causa de la Caja de Jubilaciones y Pensiones, iniciada a partir de la denuncia que realizó en 1999 la Comisión Investigadora de la Cámara de Diputados ante el Procurador General de la Corte, a raíz del descubrimiento de la existencia de centenares de poderes para pleitear, incorrectamente certificados por el entonces Juez Correccional de la 7ª Nominación, Dr. Raúl Candiotti.

Textualmente, la nota señala:

Cadena de favores

Una resolución del Tribunal de Enjuiciamiento deja abierta la posibilidad de que dos jueces sean sometidos a un eventual proceso de remoción. Ambos magistrados tuvieron a su cargo una grave denuncia penal contra otro letrado comprometido en la firma de poderes, incluso al menos en un caso, en favor de una persona fallecida. A través de una investigación, Entre Líneas devela las razones por las que nunca se investigaron los verdaderos negociados de la Caja de Jubilaciones de la Provincia.

Durante años la investigación judicial que se llevó adelante por irregularidades en la Caja de Jubilaciones de la Provincia de Santa Fe naufragó en medio de desaciertos y suspicacias que nunca fueron debidamente aclaradas.

La historia comenzó a inscribirse cuando un funcionario del organismo provisional se presentó en la justicia para dar cuenta de la existencia de supuestos delitos. A partir de allí, el expediente quedó en manos de un magistrado que, tiempo después, sería denunciado penalmente por haber certificado poderes, incluso al menos en un caso, en favor de una persona que ya había fallecido.

La causa se inició en el año 1999 y rápidamente el por entonces titular del Juzgado Correccional de la 7ma. Nominación, Dr. Raúl Candioti (hoy fallecido) se aferró enérgicamente al expediente por un motivo trascendental para su propio futuro: poderes que el magistrado había certificado de manera irregular habían sido utilizado en la Caja de Jubilaciones. En ese marco, entendía que la mejor manera de guarecerse era comandando la investigación. Obviamente, Candioti jamás iniciaría una investigación en su contra. Incluso, fue otro juez quien en ocasión de recibir la causa dejó entrever que el inicio de las actuaciones había sido direccionado de manera tal que recayera en el juzgado a cargo del Dr. Candioti.

El Dr. Carlos Ferrero, Juez de Instrucción de la 6ta. Nominación, sentenció el 24 de octubre de 2003 que "párrafo final merece el escrito que encabeza las actuaciones, con cargo fecha 15 de abril de 1999, último día de turno del Juzgado de Primera Instancia en lo Penal Correccional de la Séptima Nominación. De su tenor literal, puede sostenerse que el mismo no reúne, siquiera mínimamente, los requisitos de una denuncia formal, conforme a lo nombrado por el art. 179 del CCP, ni tampoco se lo puede catalogar, en razón de sus características, como noticia criminis que haya podido habilitar la apertura oficiosa de la instrucción. Tan es así, que al final del mismo, el Dr. Humberto Grosso hace saber que "ante cualquier irregularidad que advierta en el área a mi cargo se dará a conocer en forma inmediata", y ulteriormente en fecha 1 de junio de dicho año, presenta un nuevo escrito y acompaña documental posibilitando -ahora sí- la apertura de la investigación, como si fuera viable fijar competencias por turno preventivas ante eventuales comisiones de ilícitos".
Ferrero dejaba entrever dos elementos que generaban gravísimas sospechas: que los hechos comunicados por el Dr. Grosso no configuraban un delito y además que pudo haber existido una elección manifiesta del juzgado en donde se llevaría adelante la investigación.

Otro de los funcionarios judiciales que se opuso a que el Dr. Candioti maneje el expediente fue el fiscal José Luis Paz. El titular del Ministerio Público Fiscal tenía sobrados elementos para recusarlo, ya que él mismo lo había denunciado penalmente tras las conclusiones de una investigación administrativa ordenada por la Corte.

El 12 de abril de 2000, Paz recibió una notificación en la cual el cuestionado magistrado le hacía saber que no iba a apartarse del expediente y por ese motivo en un durísimo escrito disparó que "entiendo perfectamente lo expuesto por V. S. En la resolución que antecede sobre no sentir comprometida su capacidad de resolver de forma objetiva, empero estimo que el magistrado no sólo debe sentir su objetividad sino también mostrar la misma, la que en el caso de autos ocurriría solamente dando lugar a la intervención de otro juez, en razón de lo que es de dominio público, especialmente de la tarea encomendada por el Alto Cuerpo al Dr. Hugo Zenclussen (el fiscal de Cámara que realizó la investigación administrativa) de directa relación con la persona de V. S. No sé Usía de los intereses sectoriales mencionados en vuestra resolución, no sé tampoco de interés en elegir libremente un juez para esta causa, sí sé en cambio que tanto la Magistratura como el Ministerio Público deben ofrecer a la sociedad la imagen de un juez imparcial para el trámite de esta publicitada causa, lo que estimo no ocurre en razón de saberse que quien investiga a Funcionarios de la Caja y los procesa por diversos delitos, está a su vez siendo investigado por disposición de la Corte Suprema de Justicia. Debe agregarse que colabora a las conjeturas que no deberían haberse escuchado nunca la insistencia de V. S. de mantenerse en el trámite de esta causa".  

A modo de conclusión Paz acusaba al juez de no apartarse con el objetivo de evitar que salieran a la luz hechos que lo tenían como protagonista. "Tales circunstancias y las mencionadas como pruebas en este escrito arriman hoy, definitivamente, convicción al suscripto el interés subjetivo de permanecer en la causa".

La investigación 

El 3 de julio de 2000, el Dr. Hugo Alberto Zenclussen le informó al por entonces titular del Juzgado de Instrucción de la 7ma. Nominación que había culminado el sumario administrativo iniciado contra Candioti que había ordenado la Corte.

El juez Julio César Rondina era quien, luego de que otros letrados se excusaran, debía decidir si finalmente la causa ameritaba un pedido de jury de enjuiciamiento, a los fines de que el Dr. Candioti pudiese ser “sometido a proceso” como cualquier ciudadano.

Rondina contaba con elementos importantes, ya que el fiscal José Luis Paz había solicitado la instrucción de la causa y la indagatoria de las personas comprometidas, entre las que se encontraba el letrado.

Además, posteriormente el Fiscal de Cámaras  Hugo Zenclussen le había comunicado por escrito que “ha quedado plasmado que existen graves irregularidades en los poderes agregados a los expedientes que fueron analizados: como la de no haberse consignado el día o mes, con espacios en blanco en el objeto procesal para el cual había sido otorgado, firmas fotocopiadas de los poderdantes, agregación de un poder firmado con mucha antelación entre dos diligencias de reciente data, certificación de una firma en un poder de una persona que al tiempo de su otorgamiento se encontraba fallecida y además la prueba pericial realizada arroja que un número importante de firmas de los otorgantes fueron falsificadas”.

“Todos estos antecedentes se encuentran agregados al sumario administrativo ordenado por la Exma. Corte de Suprema de Justicia, por lo que en caso de ser de interés para la investigación jurisdiccional se puede requerir el informe y los antecedentes a ese Alto Cuerpo”, puntualizó.

El tribunal de Enjuiciamiento

El pasado 9 de agosto el Tribunal de Enjuiciamiento se reunió para analizar un pedido de jury contra el Dr. Raúl Candioti. Por razones lógicas, los Dres. Rafael Gutiérrez (presidente), Roberto Falistocco, Mario Luis Netri, María Angélica Gastaldi, Eduardo Spuler, Rodolfo Vigo, Danilo Kilibarda, Daniel Real y Dalmacio Chavarri resolvieron archivar las actuaciones “atento al fallecimiento” del ex magistrado.

Sin embargo, Dalmacio Chavarri agregó en la resolución que “de la compulsa de las actuaciones surge que pese a estar requerido por el fiscal en el año 1999 la declaración indagatoria de quienes certificaran los poderes utilizados en los procesos contra la Caja de Jubilaciones de la Provincia, hasta el fallecimiento del Dr. Candioti, los jueces a cargo de la causa no realizaron medidas algunas tendientes a solicitar el antejuicio previsto por el artículo 313 del Código de Procedimiento Penal de la Provincia. Como así el hecho de que la causa no registre movimiento alguno desde el mes de abril de 2004 y a la fecha en que fue consultada por el suscripto el día 13 de abril de 2005, importan irregularidades que habilitan a remitir las actuaciones al señor Procurador a fin de que pondere si las conductas desplegadas constituyen causal suficiente a los fines de la apertura del trámite de enjuiciamiento de dichos magistrados”.

Bajo la lupa

Los dos jueces a los que alude Chavarri en la resolución del pasado 9 de agosto son el actual titular del Juzgado de Instrucción de la 7ma. Nominación, Dr. Diego de la Torre y su antecesor, el Dr. Julio César Rondina, quien actualmente se desempeña como camarista.

Los dos letrados recibieron y tuvieron en sus manos la investigación realizada por el fiscal de Cámaras y el pedido de investigación del Dr. José Luís Paz. No obstante, la causa “durmió” durante años y la decisión de pedir el jury del Dr. Candioti, o en su defecto ordenar el archivo de las actuaciones nunca llegó.

Esa es la razón por la que el Dr. Chavarri solicitó que el Procurador de la Corte, Dr. Jorge Bof analice y si ambos jueces pueden explicar por qué razón la denuncia contra uno de sus colegas nunca llegó a buen puerto.

Y en lo que respecta a la actuación del Dr. Bof, también existe un antecedente que explica parte de las razones por las que los avances fueron truncos. Cuando la investigación administrativa contra Candioti llegó a sus manos terminó solicitando una pena inferior a la que finalmente le aplicó la Corte. Es decir, el acusador entendía que el Dr. Candioti debía ser sancionado con menos de los 7 días de suspensión. Claramente se advertía las notables diferencias entre lo que opinaba el fiscal de Cámaras que investigó el caso durante 90 días y lo que finalmente solicitó el Dr. Jorge Bof.

A lo largo de la investigación que llevó adelante el Dr. Raúl Candioti en la causa Caja de Jubilaciones y hasta que fuera apartado por un tribunal de alzada, se llevaron a cabo cientos de medidas. Y entre ellas sobresalía el secuestro de la documental presentada para la jubilación del Dr. Bof.

Se trata del expediente 15101-0052970-3, que según el juez Raúl Candioti presentaba varias irregularidades.

Tal es así, que el titular del Juzgado Correccional de la 7ma.  Nominación le imputó a un ex funcionario de la Caja varias cuestiones, que según su criterio, echaban un manto de dudas sobre el trámite.

A criterio de Candioti en el trámite de jubilación del procurador de la Corte, “el sello de cargo de Mesa de Entradas no registra la rúbrica del empleado cuyo nombre figura en el mismo; figuran dos nombres de esposas distintos respecto de quien solicita la jubilación”.

Así, se confluían dos situaciones: de Jorge Bof dependía, en parte, la suerte del Dr. Raúl Candioti a la hora de determinar qué tipo de sanciones se le iban a aplicar y por el otro, en la causa Caja de Jubilaciones Raúl Candioti investigaba el trámite de jubilación del procurador de la Corte, por supuestas irregularidades en su confección. Era una elegante manera de insinuar que el acusador también era pasible de un reproche legal.
Cortinas de humo

La llamada causa por el vaciamiento de la Caja de Jubilaciones de la Provincia sólo consistió en una estrategia mediática. La muestra más cabal es que se llevó adelante en un juzgado correccional. De hecho, las imputaciones realizadas eran en muchos casos desopilantes. La verdadera razón por la que nunca se profundizó tiene más de una respuesta. Nunca se ahondó  seriamente en la relación que había entre algunos estudios jurídicos y la Caja. Ese era el verdadero negocio que en su momento generó la formación de una Comisión Investigadora en la Cámara de Diputados, integrada por la ahora ministra de la Corte María Angélica Gastaldi. 

La manera en que eran utilizados distintos poderes de irregular confección desentrañaba la verdadera mecánica que se utilizaba en el organismo provisional. Pero, lógicamente había que generar cortinas de humo debido a que el juez que investigaba estaba sospechado de haber generado las mismas acciones que motivaron la intervención de la justicia. 

El apartamiento

El 23 de diciembre de 2003 la Sala Cuarta (integrada) de la Cámara de Apelaciones resolvió apartar de la causa Caja de Jubilaciones al juez Raúl Candioti. Los camaristas Daniel Rucci, Julio César Rondina y Elbio Franchini (en disidencia) fundamentaron la medida al entender que el magistrado se encontraba “comprometido” en la firma de poderes irregulares.

La causa se había iniciado en 1999, al año siguiente ya existía una denuncia penal en contra de Candioti y también una recusación que terminó resolviéndose mucho tiempo después.

Finalmente, la causa quedó en manos del ahora camarista Roberto Reyes, quien tuvo que dictar el sobreseimiento para los imputados por prescripción de la acción penal.

Más allá que muchos pasajes del relato de lo sucedido es conocido por varios de nosotros, no deja por ello de impactar negativamente, habida cuenta de la serie de irregularidades cometidas – como en otras tantas Causas de trascendencia pública – para garantizar impunidad a amigos del poder.

Por ello, destacamos la Resolución del Jury de Enjuiciamiento reclamando al Procurador General evalúe la conducta de los Jueces, a efectos de promover su juzgamiento, si así se lo evaluara procedente.
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